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A
escala mundial y regional,
se han generado, en los últi-
mos años, una serie de
cambios importantes, tanto
económicos y políticos
como sociales, culturales,
institucionales y ambienta-
les, que están configurando
un nuevo escenario en las
relaciones urbano-rurales.

Para entender y participar en el mar-
co de estas nuevas relaciones están
surgiendo diversas interpretaciones
y acciones como seguir mecánica-
mente los procesos de urbanización
o plantearse una nueva reflexión y
construcción de enfoques, marcos
teóricos y conceptuales que permi-
tan entender y explicar desde un
punto de vista práctico y teórico es-
tos cambios y fenómenos que están
generando verdaderas revoluciones
en las relaciones urbano-rurales en
los hábitos alimentarios y en el rol
que juega cada región en este proce-
so acelerado de urbanización que se
da en todo el planeta.

El dato acerca de que para 2050 en-
tre el 75% y el 80% de la población
mundial vivirá en las ciudades ha des-
pertado un frenesí y la búsqueda de
la formulación de políticas urbanas y
presupuestos que estén destinados
principalmente a los centros urbanos.
Esto muestra, por un lado, un error
grave, tanto desde la perspectiva sis-
témica como la ambiental. En el IV
Foro Internacional Andino Amazóni-
co de Desarrollo Rural, a realizarse el
18 y 19 de octubre en La Paz, se pon-
drá en debate esta premisa y no es ca-
sual que en la primera de cuatro me-

sas de este evento internacional se ha-
ble primero de lo rural y luego de lo
urbano, debido a las siguientes consi-
deraciones: desde un punto de vista
sistémico no se puede privilegiar tan
solo lo urbano, ya que existen relacio-
nes sistémicas y ecológicas entre el
área rural y urbana. La calidad y sani-
dad de los alimentos que entran al sis-
tema urbano dependen de las salidas
y la demanda que generan las ciuda-
des. Si las ciudades emiten desechos
y contaminan las aguas y suelos de las
zonas productoras de alimentos, los
alimentos que les llegarán a los con-
sumidores urbanos estarán obvia-
mente contaminados, lo cual generará
en el corto y mediano plazo proble-
mas de salud en al área urbana y esto
representará mayores gastos en los
sistemas de salud del Estado, además
de una población activa y en edad de
trabajar que estará más tiempo en los
hospitales que en su trabajo. Los mu-
nicipios que se encuentran enfrasca-
dos en la mirada clásica urbanística,
donde para ellos el tema ambien-
tal es tener áreas verdes, no
están considerando el
efecto e impacto
del crecimien-
to urbano
en los siste-
mas y zo-
nas de pro-
ducción de
alimentos.

Con relación al tema ambiental, es
importante tener en cuenta que para
los gobiernos municipales no está tan
claro como se supone que las ciuda-
des sean los sistemas más frágiles des-
de el punto de vista ecológico, am-
biental, energético y de seguridad ali-
mentaria. Las ciudades generan cada
vez mayor cantidad de basura per cá-
pita y la población o comunidades
cercanas a los rellenos sanitarios no
quieren tener uno cerca de sus vivien-
das por aspectos de salud. En térmi-
nos energéticos, las ciudades consu-
men y requieren cada vez más, una
gran cantidad de energía para mante-
ner su estilo de vida y de desarrollo, lo
cual las hace poco sostenibles y me-
nos viables en el tiempo. Pero en Bo-
livia no se discute una estrategia acer-
ca de cómo hacer que nuestras urbes
no sigan en esta lógica y más bien pa-
sen a estructuras más sostenibles.

La seguridad alimentaria no solo
se refiere a la sanidad, sino a los pro-
blemas de calidad de los alimentos, ya
que ahora el debate no es únicamente
el cómo resolver los problemas de
desnutrición, sino cómo controlar los
problemas de obesidad que se están
dando mayormente en las metrópolis
debido al acceso a la comida chatarra.
Esto último debido principalmente a
los cambios de hábitos alimentarios,
los cuales a través de un círculo vicio-
so del mercado están determinando
que la industria de los agronegocios
construya una demanda a través del
marketing en favor de los alimentos
producidos por las transnacionales.

Finalmente, esta mesa pretende
discutir y poner en el debate las nue-
vas corrientes que pretenden expli-
car la lógica y el contexto en el cual
se están conformando estos escena-
rios, que van desde lo local hasta lo
global. Estos procesos implican en su
interior la organización, reorganiza-
ción y cambios estructurales de los
territorios, que abarcan aspectos tan-
to económicos como políticos, pro-
ductivos, sociales y geopolíticos y de-
mandan la formulación de políticas
públicas (nacionales, departamenta-
les y municipales) que respondan a
estos cambios y nuevos escenarios
en las relaciones urbano-rurales.
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E
n el tiempo en que el Informe
2016 sobre Acceso a la Tierra
y Territorio en Sudamérica
viene circulando ha suscitado
varias reacciones y la confir-
mación de la necesidad de
observar el acceso a la tierra
como un fenómeno contem-
poráneo que requiere com-
prenderse regionalmente.

En Sudamérica, las organizaciones
del campo, dependiendo de su rela-
ción con los gobiernos, impulsan o no
el tema del acceso a la tierra y se en-
frentan a marcos institucionales que
permiten o dificultan sus demandas
por este asunto. Aún y con la diversi-
dad de mecanismos estatales para la
(no) distribución o redistribución de
tierra, muchas organizaciones territo-

riales, comunidades, familias y perso-
nas están demandando tierra y defen-
diendo sus territorios, se erigen jui-
cios, acciones populares, protestas,
movilizaciones y asentamientos, pro-
cesos permanentes y de largo aliento
y no acciones aisladas y esporádicas. 

Diversos hechos durante 2016
mostraron en cuanto a las limitadas
posibilidades del acceso a la tierra.
Uno de ellos, el veredicto al caso Cu-
ruguaty en Paraguay, donde murieron
seis policías y 11 campesinos en junio
de 2012, lo que determinó altas con-
denas a las campesinas y campesinos
procesados por “homicidio doloso
agravado, tentado y consumado”, “in-
vasión de inmueble” y “asociación cri-
minal”, y despertó la indignación y so-
lidaridad generalizada; y otro, el resul-
tado negativo del plebiscito por la
aprobación del Acuerdo Final para la
Terminación del Conflicto y la Cons-
trucción de una Paz Estable y Dura-
dera en Colombia, momento en el que
se puso a prueba a los sectores rurales
y su aspiración a la paz como un he-
cho integral que les permite recuperar
tierras y disputar el modelo de des-
arrollo en el campo.

La conflictividad por la tierra arti-
cula, no solo solidaridad y luchas,
sino temas que complementan una

agenda agraria. El impulso de los pue-
blos por refrendar los derechos cons-
titucionales e internacionales que
tanto les ha costado suscribir; la cre-
ciente declaración de territorios libres
de glifosato; las muchísimas platafor-
mas locales e internacionalistas en
contra de los transgénicos; y por su-
puesto, el interés académico, activista
y productivo que apunta a la agroe-
cología son solo algunos temas que
alientan las iniciativas que afirman
que la tierra en manos de campesinos
e indígenas garantiza una mejor ali-
mentación para todos.

Conocer y generar nexos entre pro-
cesos en los que la concentración de
tierra y violencia han determinado
parte de la historia del movimiento
campesino e indígena mostrará la ca-
pacidad de éste para reinventarse y
generar nuevas estrategias de lucha y
ejercicio de sus derechos sobre la tie-
rra. Una transversal importante son
las experiencias de procesos de con-
sulta a pueblos indígenas que generan
lecciones comunes respecto del en-
frentamiento de procesos contra Es-
tados y empresas transnacionales mi-
neras, petroleras o constructoras.

Peculiar el caso de Colombia, don-
de el proceso de construcción de paz,
implicó la constitución de una Instan-
cia Especial de Alto Nivel para los gru-
pos étnicos, encargada de velar por
que lo acordado tenga un enfoque ét-
nico, y cuya primera constatación fue
la falta de priorización de sus proble-
máticas, así como la limitada trans-
versalidad de la comprensión de lo ét-
nico. Campesinos, afrodescendientes
e indígenas alentaron este trabajo y se
impusieron en La Habana; sin embar-
go, las consultas previas en los terri-
torios y a todos los pueblos indígenas
se retrasaron. Junto a esta demanda
de participación y paz territorial, la
preocupación latente fue solicitar res-
ponsabilidad del Estado, respecto de
la seguridad y protección de los diri-
gentes indígenas.

Varios de estos temas, y desde sus
protagonistas, serán abordados en el
próximo IV Foro Internacional Andi-
no Amazónico de Desarrollo Rural (18
y 19 de octubre de 2017), evento que
se ha hecho ya un referente que mar-
ca el pulso a la agenda organizacional
y al debate sobre los modelos de pro-
ducción. El Instituto para el Desarrollo
Rural de Sudamérica (IPDRS) organi-
za una mesa denominada Estrategias
de demanda y acceso a la tierra y te-
rritorio en Sudamérica, que contará
con la participación de los especialis-
tas Luis Rojas Villagra del Paraguay,
Juan Wahren de Argentina y Luz Mery
Panche, líder indígena nasa y delegada
de la Coordinación Étnica Nacional de
Paz a la Instancia Especial de Alto Ni-
vel con Pueblos Étnicos para el Acuer-
do Final de Paz en Colombia.
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